
b) En caso de respuesta positiva a la cuestión 2) a), y dado 
que, como ha declarado el Tribunal de Justicia (sentencia 
de 29 de enero de 2009, Hauptzollamt Hamburg-Jonas/ 
Josef Vosding Schlacht, Kühl- und Zerlegebetrieb GmbH 
y Co, asuntos C-278/07 a C-280/07), el plazo de pres­
cripción previsto en el artículo 3 del Reglamento 
n o 2988/95 es aplicable a medidas administrativas 
como la recuperación de una ayuda indebidamente per­
cibida por un operador a causa de irregularidades come­
tidas por éste: 

— ¿Procede fijar el inicio del plazo de prescripción en la 
fecha del abono de la ayuda a su beneficiario o en la 
de la utilización, por este último, de la subvención 
recibida para retribuir al prestador de servicios en 
cuya contratación se han infringido una o varias nor­
mas relativas a la adjudicación de contratos públicos? 

— ¿Debe considerarse que dicho plazo queda interrum­
pido por la comunicación por parte de la autoridad 
nacional competente al beneficiario de la subvención, 
de un informe de control en el que se constata el 
incumplimiento de las normas de contratación pú­
blica y, en consecuencia, se propone a la autoridad 
nacional que obtenga la devolución de los importes 
abonados? 

— Cuando un Estado miembro hace uso de la posibili­
dad que le confiere el apartado 3 del artículo 3 del 
Reglamento n o 2988/95 de aplicar un plazo de pres­
cripción más largo, en particular, cuando en Francia 
se aplica el plazo de Derecho común establecido, al 
tiempo de los hechos del litigio, en el artículo 2262 
del code civil cuyo texto establece: «Todas las accio­
nes, tanto reales como personales, prescriben a los 
treinta años [...]», ¿debe apreciarse la compatibilidad 
de dicho plazo con el Derecho comunitario, en par­
ticular con el principio de proporcionalidad, teniendo 
en cuenta la duración máxima de la prescripción 
prevista por la norma nacional que sirve de funda­
mento jurídico al requerimiento de recuperación de la 
administración nacional, o bien teniendo en cuenta el 
plazo que se ha aplicado efectivamente en el caso de 
que se trate? 

c) En caso de respuesta negativa a la cuestión 2) a), ¿se 
oponen los intereses financieros de la Comunidad a 
que el juez aplique al abono de una ayuda, como la 
que es objeto del presente litigio, normas nacionales re­
lativas a la revocación de decisiones generadoras de dere­
chos, de acuerdo con las cuales, salvo en los supuestos de 
inexistencia, obtención fraudulenta o solicitud del bene­
ficiario, la Administración sólo puede revocar una deci­
sión individual generadora de derechos, si ésta es ilegal, 
en el plazo de los cuatro meses que siguen a la adopción 
de dicha decisión, aunque una decisión administrativa 
individual pueda estar sujeta, en particular, cuando se 
refiera al abono de una ayuda, a condiciones resolutorias 
cuyo cumplimiento permita la revocación de la ayuda en 
cuestión sin requisito de plazo, debiéndose aclarar que el 
Conseil d’État ha considerado que procede interpretar que 

dicha norma nacional sólo puede ser invocada por el 
beneficiario de una ayuda otorgada indebidamente en 
aplicación de una norma comunitario si ha actuado de 
buena fe ? 

( 1 ) Reglamento (CEE) n o 2052/88 del Consejo de 24 de junio de 1988 
relativo a las funciones de los Fondos con finalidad estructural y a su 
eficacia, así como a la coordinación entre sí de sus intervenciones, 
con las del Banco Europeo de Inversiones y con las de los demás 
instrumentos financieros existentes (DO L 185, p. 9). 

( 2 ) Reglamento (CEE) n o 4253/88 del Consejo de 19 de diciembre de 
1988 por el que se aprueban disposiciones de aplicación del Regla­
mento (CEE) n o 2052/88, en lo relativo, por una parte, a la coor­
dinación de las intervenciones de los Fondos estructurales y, por 
otra, de éstas con las del Banco Europeo de Inversiones y con las 
de los demás instrumentos financieros existentes (DO L 374, p. 1). 

( 3 ) Reglamento (CE, Euratom) n o 2988/95 del Consejo, de 18 de di­
ciembre de 1995, relativo a la protección de los intereses financieros 
de las Comunidades Europeas (DO L 312, p. 1). 
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Cuestiones prejudiciales 

1) ¿Debe interpretarse el artículo 7, letra f), de la Directiva 
95/46/CE ( 1 ) del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 
de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas 
físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales 
y a la libre circulación de estos datos, en el sentido de que 
se opone a una normativa nacional que, no mediando con­
sentimiento del afectado y para permitir el tratamiento de 
sus datos de carácter personal que resulte necesario para 
satisfacer un interés legítimo del responsable o de los terce­
ros a los que se vayan a comunicar, exige además de que no 
se lesionen los derechos y libertades fundamentales de aquel 
que los datos consten en fuentes accesibles al público? 

2) ¿Concurren en el mencionado artículo 7, letra f), las condi­
ciones que exige la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea para atribuirle efecto directo? 

( 1 ) DO L 281, p. 31
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